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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrado Ponente: Hernán Mejía Uribe
Pereira, veintitrés de julio de dos mil nueve
Acta N° 0049 del 23 de julio de 2009
A las cinco y treinta minutos de la tarde de hoy, así como se programara, esta Sala declara abierta la audiencia pública dentro de la que ha de desatar los recursos de apelación que la parte demandante y la codemandada interpusieron contra la sentencia dictada el 6 de febrero de 2009 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario que Piedad Mejía Sánchez le promueve a Orfilia del Socorro Marín de Castillo y al Instituto de Seguros Sociales.

El proyecto redactado por el ponente, discutido y aprobado por los demás miembros de la Sala, da cuenta de estos

ANTECEDENTES

La demandante, a través de apoderado al efecto constituido y por medio de innecesariamente extenso escrito, solicita que se declare que es la única beneficiaria del 50% de la pensión, generada por la muerte de su cónyuge, Néstor de Jesús Zapata López, por lo tanto, que la entidad demandada proceda al reconocimiento y pago de la prestación a partir del 20 de mayo de 2005, incluyendo el retroactivo, las mesadas adicionales y los aumentos y reajustes anuales de acuerdo a la ley, con la correspondiente indexación de la primera mesada pensional, intereses moratorios e indemnización sustitutiva, al tenor del artículo 37 de la Ley 100 de 1993, en concordancia con el artículo 15 literal b) de la Ley 776 de 2002; por último depreca se emita condena al pago de costas procesales en su favor.

Indica para así pedir, que contrajo matrimonio con el señor Néstor de Jesús Zapata López el 5 de noviembre de 1979, procreando 6 hijos; el señor Zapata López falleció el 19 de diciembre de 2005 mientras laboraba conduciendo un taxi propiedad del señor José Fernando Zapata Orozco, afiliado a la cooperativa Covichoralda Ltda.; después de solicitar la pensión de sobrevivientes a la ARP del Instituto de Seguros Sociales, éste, por medio de la Resolución 092 concedió el 50% de la prestación a los menores hijos del causante, dejando en suspenso la parte restante de la misma, toda vez que se presentaron a reclamar la actora y la señora Orfilia del Socorro Marín de Castillo, hasta que la jurisdicción ordinaria laboral definiera a quien corresponde el derecho; afirma que la señora Marín de Castillo contrajo matrimonio con el señor Conrado Castillo, con quien vive actualmente, teniendo sociedad conyugal vigente y cuyos vínculos matrimoniales no han cesado legalmente, lo que sucedió por lo menos hasta cuando vivió el causante, con quien la referida señora solo tuvo una relación de “amantes”, sin que existiera convivencia ni ánimo de llevar una vida juntos, lo que si aconteció con ella, pues aunque su cónyuge residía en Dosquebradas, lo hacía por que su trabajo como taxista se desarrollaba en dicho municipio y en Pereira, mientras su familia permanecía en Manizales, donde el causante tenía su domicilio junto a su esposa e hijos.
Por medio de auto del 10 de agosto de 2007, fl. 82, el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Manizales rechazó de plano la demanda por falta de competencia, ordenando remitirla a la Oficina de Reparto de este Distrito judicial, para que se repartiera entre los jueces laborales, correspondiendo al Tercero del Circuito, mismo que procedió a la admisión del libelo introductorio a través de auto del 22 de agosto de 2007, fl. 90, ordenando correrla en traslado a los demandados.

A folio 93 del expediente contestó el Instituto de Seguros Sociales, pronunciándose respecto a los hechos, sin oponerse al reconocimiento del beneficio pensional a quien se determine como beneficiaria surtido el trámite judicial, sin embargo se opuso a la condena por intereses moratorios, indexación y costas, pues considera que no ha existido incumplimiento en el pago de su parte, agregando que la indemnización sustitutiva solo procede cuando no se dan los requisitos para la pensión de sobrevivientes. Excepcionó Improcedencia condenación en costas, intereses de mora e indexación.
Por su parte, la señora Orfilia del Socorro Marín Castillo, por medio de vocero judicial al efecto constituido, contesta la demanda a folio 106, refiriéndose a los hechos, oponiéndose a las pretensiones, reclamando la prestación pensional para si y excepcionando previamente Falta de competencia y, de fondo, Convivencia efectiva por más de 5 años

Falló el intento conciliatorio por no asistirle tal ánimo a las partes, fl. 183; se despachó desfavorablemente la excepción previa Falta de competencia; agotadas otras etapas, se abrió el debate a prueba.

Instruido en lo posible el debate, se convocó para acto público de juzgamiento que tuvo lugar el 6 de febrero de 2009, fl. 302, en el cual la funcionaria de primera instancia condenó a la demandada a pagar la pensión de sobrevivientes en cuantía del 50% a la demandante, con su correspondiente indexación a partir del 19 de mayo de 2005; a sí mismo condenó en costas procesales a la demandante a favor de la codemandada persona natural.
En contra de la anterior decisión se levantaron en apelación la parte demandante y la codemandada señora Orfilia Marín de Castillo.

La accionante, fl. 316, manifestando que comparte la decisión de primer grado, sin embargo solicita se fulmine condena en costas en contra de la codemandada señora Marín Castillo, toda vez que resultó vencida en juicio y no se le reconoció ninguna de sus pretensiones; solicita también se condene al Instituto de Seguros Sociales al pago de los intereses moratorios establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, pues, según jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, la imposición de dichos intereses no depende en momento alguno de la buena o mala fe de la entidad, sino que procede su condena en forma objetiva, sin consideración de la conducta asumida en juicio, siendo la única condición para que ellos surjan, que haya mora en el pago de la pensión.

Por su parte, la codemandada Orfilia Marín de Castillo, fl. 377, sostiene que no se les dio la validez que merecían a las pruebas aportadas al proceso, especialmente al testimonio rendido por Yeimi Zapata, mientras que erradamente se le dio todo el valor a lo dicho por la señora Luz Myriam Betancur, la cual en su sentir no ofrece credibilidad.

Se concedieron los recursos y llegados los autos a esta Sede se les corrió traslado a las partes. Para desatarlos se tienen en cuenta estas 

CONSIDERACIONES

Los motivos de disenso de las apelantes se circunscriben a, en el caso de la demandante, la exoneración respecto de intereses moratorios y a la no imposición de condena en costas a cargo de la codemandada. Por su parte, la señora Orfilia Marín Castillo se duele de que no hayan sido valoradas, en su sentir, algunas de las pruebas de carácter documental aportadas al infolio, así como el testimonio de Yeimi Zapata; así mismo manifiesta que se le dio credibilidad al testimonio de Luz Myriam Betancur, lo cual cree que no debió hacerse.

Para entrar a resolver de manera ordenada los recursos interpuestos, procederá esta Colegiatura, en primer lugar, a analizar los motivos de inconformidad planteados por la codemandada, señora Orfilia Marín Castillo, referentes a la forma en que se apreciaron algunos testimonios aportados al infolio.
Sobre el particular está Colegiatura se ha pronunciado en ocasiones anteriores para señalar que al momento de valorar los testimonios el juez debe hacerlo en conjunto con las demás pruebas, aplicando las reglas de la sana crítica, verificando si ellos son responsivos, exactos y completos y analizando la credibilidad que ofrecen y la concordancia con otras pruebas del proceso, tal y como lo regula el artículo 61 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y el Código de Procedimiento Civil en sus artículo 187 y 228. 

En ese orden de ideas tenemos que un testimonio se aprecia responsivo cuando cada respuesta es espontánea y expone la razón de la ciencia de lo dicho; exacto, cuando las respuestas son cabales y no dan lugar a incertidumbre; completo, cuando no se omiten circunstancias importantes para la apreciación de la prueba, como son las atinentes al tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos  y la forma como llegaron al conocimiento de quien depone; creíble, cuando la versión es constante y coherente, esto es, guarda congruencia con los hechos principales y sigue el curso verosímil de los acontecimientos; y concordante, cuando el testigo demuestra sólida coherencia consigo mismo y su declaración armoniza con los resultados que arrojan los otros medios de prueba.

Y eso es precisamente lo que halló la a quo al analizar las deponencias vertidas al infolio, véase como de la deponencia de la señora Luz Miryam Betancur Andica no se decantan las supuestas contradicciones planteadas por el censor, el cual, simplemente no está de acuerdo con  la valoración, que en uso de su juicio y sana critica realizó la funcionaria de primera instancia, teniendo que, como ya se afirmó, revisadas las aseveraciones de la citada testigo, estas no conducen a conclusión distinta de aquella a la que llegó la a quo.
Respecto al testimonio rendido por Yeimi Zapata Mejía, está fue enfática al aseverar que su padre no convivía con la señora Orfilia del socorro Marín, de los apartes citados por el recurrente no se extracta que dicha convivencia hubiese existido, en momento alguno afirma la deponente que la codemandada hubiese convivido con su padre; el hecho de que le hubiese colaborado a la testigo, por ejemplo, prestándole la tarjeta de crédito para el pago de sus estudios, no constituye per se factor determinante para concluir algo diferente a lo planteado en la sentencia que hoy se revisa.

El hecho de que la codemandada Orfilia del Socorro Marín en una diligencia ante el Juez Quinto de Justicia y Paz se hubiese referido al causante como su esposo, no constituye prueba suficiente respecto de la existencia de dicho vínculo, menos respecto de la convivencia, que es lo que aquí se debate, amén que no ostenta los requisitos exigidos por el artículo 195 del Código de Procedimiento Civil para que constituya confesión.
Se refiere el profesional del derecho a una declaración extrajuicio rendida por la señora Blanca Arabia Zapata, la cual, según él, da fe de la convivencia habida entre su patrocinada y el causante, sin embargo dicho documento no tiene validez probatoria alguna, pues se le recuerda al togado que no puede ser tenido como prueba, en tanto debió haber sido objeto de ratificación en diligencia de audiencia pública, a efecto de poder ser debatido por la parte contraria y por ende alcanzar a ser apreciada, en los términos que exige el artículo 229 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 106, del artículo 1º del D.E. 2282 de 1989. 

En cuanto a las certificaciones expedidas por el abogado José Joaquín Ríos Valencia, fl. 132, y el señor José Fernando Zapata, fl. 131, en la primera de ellas, quien la suscribe se limita a afirmar que le consta la convivencia o unión marital de hecho existente entre el causante y la señora Orfilia del Socorro Marín por más de 5 años, sin embargo no da razón del porque de dicho conocimiento, no suministra mayor información sobre la pareja que permita corroborar la veracidad de lo manifestado, además no indica en que lapso temporal se dio la supuesta convivencia. Respecto a la certificación suscrita por el señor José Fernando Zapata, éste se limita a sostener que mientras el señor Zapata López laboró a su servicio, conoció a la señora Marín de Castillo como su compañera permanente, documento que al igual que el anterior, adolece de mayores datos, es más, ni siquiera afirma durante cuanto tiempo existió la supuesta convivencia de la pareja.    

Por último, en cuanto a la copia de la historia clínica aportada con la sustentación del recurso, tenemos que esta no habrá de tenerse en cuenta, toda vez que no fue aportada en el momento procesal oportuno, amén que tampoco se dan los supuestos contenidos en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, referente a pruebas en segunda instancia; además, al margen de lo anterior, el referido documento hace relación a hechos ocurridos en el año 1987, por lo tanto, están por fuera del extremo temporal dentro del cual se debió dar la convivencia, esto es, 5 años contados hacía atrás desde la fecha del deceso del causante, mayo 19 de 2005, fl. 56.

Ahora, respecto a los motivos de inconformidad planteados por la demandante, esto es, la exoneración de condena en costas a cargo de la codemandada y de los intereses moratorios, tenemos:
En lo atinente al primer punto, tiene razón el quejoso, toda vez que conforme al artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, numeral 1, se condenará en costas a la parte que resulte vencida en el proceso, lo cual, evidentemente ocurrió respecto de la codemandada Orfilia del Socorro Marín Castillo, por lo tanto en ese aspecto será modificada la providencia de primer grado, pues se nota claramente que se trató de un error de la Juez el condenar a la demandante al pago de las costas, cuando había salido victoriosa del proceso, lo cual es un evidente contrasentido.

En cuanto a los intereses moratorios, la norma es clara al establecer que los mismos se generan por la mora en el pago de las mesadas pensionales, siendo cierto que no se debe tener en cuenta ningún elemento de orden subjetivo, tal como la buena o mala fe, sin embargo el Instituto de Seguros Sociales se limitó a cumplir con la ley, toda vez que ante la reclamación elevada por dos personas alegando el mismo derecho, una como cónyuge y otra como compañera, y al considerar que ninguna de las dos demostró la requerida convivencia, no podía entrar a decidir a cual correspondía el beneficio pensional, conflicto que evidentemente debía ser dirimido por la jurisdicción ordinaria laboral, mientras tanto no existía derecho pensional en cabeza de ninguna de las reclamantes, por lo que tampoco existió mora en el sentido estricto, amén que se concedió la indexación, misma que se encuentra establecida para mitigar los efectos que el paso del tiempo ocasiona en nuestra moneda.  

En conclusión, se confirmara la sentencia objeto de apelación, modificándola en el sentido de condenar en costas de primera instancia a la señora Orfilia del Socorro Marín Castillo, a favor de la señora Piedad Mejía Sánchez en un cien por ciento (100%).

Costas en esta Sede no se causaron

En mérito de lo discurrido, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia apelada, MODIFICANDO el numeral cuarto, en el sentido de CONDENAR al pago de las costas procesales de primera instancia a la señora Orfilia del Socorro Marín Castillo, a favor de la señora Piedad Mejía Sánchez en un cien por ciento (100%).

Costas en esta instancia no se causaron.
Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y suscribe la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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